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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 18 de marzo de 1998, de la
Delegación del Gobierno de Cádiz, por la que se presta
conformidad al expediente 1997/0093, relativo a la
enajenación de parcelas de propiedad municipal sitas
en el SUNP-1 Arroyo de San Juan del Ayuntamiento
de Sanlúcar de Barrameda. (Expte. 33/98).

Recibida en esta Delegación del Gobierno expediente pro-
movido por el Ayuntamiento de Sanlúcar de Barrameda sobre
enajenación de dos parcelas de 3.561 m2 y 1.228,38 m2

sitas en S.U.N.P.-1 «Arroyo de San Juan» de Sanlúcar de
Barrameda.

En el expediente instruido al efecto se ha dado cumpli-
miento a lo dispuesto en los arts. 79.1.80 y 120.1.6.º del
R.D. Legislativo 781/86, de 18 de abril, 109.1, 112.2, 113,
114, 118 y 119 del Reglamento de Bienes de las Entidades
Locales de 13 de junio de 1986, Ley 7/85, de 2 de abril,
Ley 6/83, de 21 de julio, Circular de 14 de septiembre de
1951 y demás preceptos de general aplicación.

El Decreto 29/86, de 19 de febrero, sobre desconcen-
tración de funciones de la Consejería de Gobernación, en su
artículo 3, confiere a esta Delegación competencia en materia
de disposición de bienes de propios de las Corporaciones Loca-
les, cuando el valor del bien no supere el 25% de los recursos
ordinarios del Presupuesto anual de la Corporación.

A fin de dar cumplimiento al acuerdo adoptado por el
Pleno municipal en la sesión celebrada el día 22 de diciembre
de 1997, y por el que se acuerda la enajenación de las dos
parcelas que a continuación se describen:

- S.U.N.P.-1 «Arroyo San Juan» de Sanlúcar de Barra-
meda, Parcela 3.2 con una superficie de 3.561 m2, valor
en venta 89.963.480 ptas.

- S.U.N.P.-1 «Arroyo San Juan» de Sanlúcar de Barra-
meda, Parcela 4.2 con una superficie de 1.228,38 m2, valor
en venta de 26.308.050 ptas.

La primera de las parcelas se adjudica mediante subasta
pública y la segunda mediante contratación directa de con-
formidad con lo dispuesto en el art. 120.1.6.º del Real Decreto
Legislativo 781/86, de 18 de abril, al haber quedado desierta
por no presentación de ofertas según se desprende del Acta
de Pleno anteriormente citada, así como del Acta de la Mesa
de Contratación para la adjudicación mediante subasta de
ambas parcelas.

En virtud de todo ello, he resuelto:

1.º Prestar conformidad a la enajenación, mediante públi-
ca subasta de la parcela 3.2, y a la enajenación mediante
contratación directa de la parcela 4.2 del S.U.N.P.-1 «Arroyo
de San Juan» propiedad del Ayuntamiento de Sanlúcar de
Barrameda.

2.º Notificar dicha conformidad al Ayuntamiento.
3.º Publicar la presente Resolución en el Boletín Oficial

de la Junta de Andalucía.
4.º Contra esta Resolución podrá interponerse el Recurso

Ordinario del artículo 114, de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, ante la Con-
sejera de Gobernación y Justicia en el plazo de un mes desde
la notificación de la misma, sin perjuicio de cualquier otro
que se estime oportuno.

Cádiz, 18 de marzo de 1998.- El Delegado, Francisco
Menacho Villalba.

RESOLUCION de 18 de marzo de 1998, de la
Delegación del Gobierno de Cádiz, por la que se presta
conformidad a la permuta de tres parcelas propiedad
del Ayuntamiento de El Puerto de Santa María, por
dos fincas propiedad de Inmobiliaria Urbis, SA.
(Expte. 34/98).

Por el Ayuntamiento de El Puerto de Santa María se remite
expediente de permuta de tres parcelas sitas en la Urbanización
Valdelagrana, por dos fincas sitas en la C/ Espíritu Santo y
en la C/ Zarza de El Puerto de Santa María, propiedad Inmo-
biliaria Urbis, S.A.

En el expediente instruido al efecto por dicho Ayunta-
miento se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en los arts.
79.1 y 80 del R.D. Legislativo 781/86, de 18 de abril, 109.1,
112.2. 113, 114, 118 y 119 del Reglamento de Bienes de
las Entidades Locales de 13 de junio de 1986, Ley 7/85,
de 2 de abril, Ley 6/83, de 21 de julio, Circular de 14 de
septiembre de 1951 y demás preceptos de general aplicación.

El Decreto 29/86, de 19 de febrero sobre desconcen-
tración de funciones de la Consejería de Gobernación, en su
art. 3, confiere a esta Delegación competencia en materia
de disposición de bienes de propios de las Corporaciones Loca-
les, cuando el valor del bien no supere el 25% de los recursos
ordinarios del Presupuesto anual de la Corporación.

En su virtud, he resuelto prestar conformidad a la permuta
de las parcelas y fincas anteriormente indicadas, a fin de dar
cumplimiento al acuerdo adoptado por el Pleno municipal en
la sesión celebrada el día 27 de febrero de 1998, siendo
la descripción de los bienes a permutar la siguiente:

PROPIEDAD MUNICIPAL

Parcela R, urbana, en este término municipal, en la Urba-
nización de Valdelagrana, incluida en el ámbito del Plan Parcial
PP-VA-2, Valdelagrana, de forma sensiblemente rectangular
con vértices en esquina con la calle C achaflanados, con una
superficie de 3.953 m2, y que linda:

- Al Norte, en una línea de 104,48 m con la calle H
que la separa de la parcela Q, del sector correspondiente al
Plan Parcial PP-VA, Valdelagrana.

- Al Sur, en una línea de 104,57 m con la calle I, que
la separa de la parcela S del Sector correspondiente al Plan
Parcial PP-VA-2, Valdelagrana.

- Al Este, en una línea de 38,59 m con la calle C que
la separa de la manzana J.

- Al Oeste, en una línea de 37,06 m con la calle K que
la separa de la parcela Z del sector correspondiente al Plan
Parcial PP-VA-2, Valdelagrana.

Inscrita en el Registro de la Propiedad en el Tomo 1.691,
Libro 1.042, Folio 157, Finca 47.698, Inscripción 1.ª

Valoración: 81.246.536 ptas.

Parcela S, urbana, en este término municipal, en la Urba-
nización de Valdelagrana, incluida en el ámbito del Plan Parcial
PP-VA-2, Valdelagrana, de forma sensiblemente rectangular
con vértices en esquina con la calle C achaflanados, con una
superficie de 3.967 m2, y que linda:

- Al Norte, en una línea de 104,59 m con la calle I
que la separa de la parcela R, del sector correspondiente al
Plan Parcial PP-VA-2, Valdelagrana.

- Al Sur, en una línea de 104,64 m con la prolongación
de la calle del Litoral, que la separa de la parcela V-8 destinada
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a Parque, del sector correspondiente al Plan Parcial PP-VA-2,
Valdelagrana.

- Al Este, en una línea de 38,70 m con la calle C que
la separa de la manzana J.

- Al Oeste, en una línea de 37,16 m con la calle K que
la separa de la parcela Z del sector correspondiente al Plan
Parcial PP-VA-2, Valdelagrana.

Inscrita en el Registro de la Propiedad en el Tomo 1.691,
Libro 1.042, Folio 161, Finca 47.700, Inscripción 1.ª

Valoración: 81.246.536 ptas.

Parcela T, urbana, en este término municipal, en la Urba-
nización de Valdelagrana, de forma irregular, con vértice en
esquina con la calle C achaflanado, con una superficie de
4.120 m2, y que linda:

- Al Norte, en una línea de 104,52 m con la calle del
Litoral que la separa de la parcela V-8, destinada a Parque,
del sector correspondiente al Plan Parcial PP-VA-2, Valde-
lagrana.

- Al Sur, en una línea de 93,98 m con la calle J, que
la separa de la parcela U del sector correspondiente al Plan
Parcial PP-VA-2, Valdelagrana.

- Al Este, en una línea de 30,22 m con la calle C.
- Al Suroeste, en una línea de 14,21 m con la Avda.

del Mar.
- Al Oeste, en una línea de 39,94 m con la calle K que

la separa de la parcela S-2, destinada a SIPS del sector corres-
pondiente al Plan Parcial PP-VA-2, Valdelagrana.

Inscrita en el Registro de la Propiedad en el Tomo 1.691,
Libro 1.042, Folio 165, Finca 47.702, Inscripción 1.ª

Valoración: 86.025.744 ptas.

PROPIEDAD INMOBILIARIA URBIS, S.A.

Urbana. Solar sin construcción alguna, sita en el casco
urbano de El Puerto de Santa María, en la calle Espíritu Santo,
número treinta y tres, con una extensión superficial total de
2.946,52 m2, y linda frente al Norte, con la calle Espíritu
Santo; derecha entrando Oeste, la calle de las Cruces o carre-
tera de Ronda; izquierda Este, con finca de Laboratorios Kiel,
S.L.; y al fondo Sur, con la calle San Francisco de Paula.

Inscrita en el Registro de la Propiedad en el Libro 857,
Folio 91 vto., Finca 1.859, Inscripción 29.º

Referencia catastral: 83486-03.
Valor: 105.000.000 ptas.

Urbana. Solar en esta ciudad en la calle Zarza, hoy Car-
denal Almaraz sin número, a cuya calle hace frente; linda
por la derecha entrando, al Norte con la prolongación de la
calle Espíritu Santo; izquierda al Sur, con la calle San Francisco
de Paula; y fondo al Oeste, con resto de la finca de la que
se segregó propiedad de don José M.ª Pastor Moreno. Tiene
una superficie de 1.444,98 m2.

Inscrita en el Registro de la Propiedad en el Tomo 1.689,
Libro 1.040, Folio 142, Finca 4.823, Inscripción 3.ª

Referencia catastral: 83486-01.
Valor: 51.250.000 ptas.
Igualmente se contienen en el expediente compromiso

de la Inmobiliaria Urbis, S.A. de abonar la cantidad de
92.268.816 ptas. a fin de alcanzar la equivalencia de valo-
ración de los terrenos.

En virtud de todo ello, he resuelto:

1.º Prestar conformidad a la permuta de tres parcelas
propiedad del Ayuntamiento de El Puerto de Santa María, por
don Fincas propiedad de Inmobiliaria Urbis, S.A., anterior-
mente descritas.

2.º Notificar dicha conformidad al Ayuntamiento.

3.º Publicar la presente Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

4.º Contra esta Resolución podrá interponerse el Recurso
Ordinario del artículo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, ante el Con-
sejero de Gobernación en el plazo de un mes desde la noti-
ficación de la misma, sin perjuicio de cualquier otro que se
estime oportuno.

Cádiz, 18 de marzo de 1998.- El Delegado, Francisco
Menacho Villalba.

RESOLUCION de 19 de marzo de 1998, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se exime a la Mancomunidad de Municipios de la Costa
del Sol Occidental (Málaga) de la obligación de sostener
el puesto de trabajo de Tesorería, de su plantilla de
funcionarios.

La Mancomunidad de Municipios de la Costa del Sol Occi-
dental, perteneciente a la provincia de Málaga, acordó solicitar
de esta Comunidad Autónoma la exención del sostenimiento
del puesto de trabajo de Tesorería de su plantilla de funcio-
narios, siendo sus funciones desempeñadas por funcionarios
de Administración Local con habilitación de carácter nacional
de alguno de los municipios que la integran.

El Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, señala en
su artículo 6, que los puestos reservados a funcionarios con
habilitación de carácter nacional en Mancomunidades se cla-
sificarán a instancia de éstas por el órgano autonómico com-
petente, debiendo realizarse la misma en los términos que
establece su artículo 2.

El artículo 4 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio,
señala que las Mancomunidades de Municipios pueden ser
eximidas de la obligación de mantener puestos propios reser-
vados a habilitados de carácter nacional cuando su volumen
de servicios o recursos sea insuficiente para el mantenimiento
de dichos puestos, previo informe de la Diputación Provincial
correspondiente, estableciendo asimismo que las funciones
reservadas a estos funcionarios en la misma se ejercerán «a
través de funcionario o funcionarios con habilitación de carácter
nacional de alguno de los municipios que las integran o por
alguno de los sistemas establecidos en los artículos 5 ó 31.2
del presente Real Decreto», debiendo concretarse en el expe-
diente el sistema elegido.

El artículo 159.1 del texto refundido de las disposiciones
legales vigentes en materia de régimen local, en la nueva
redacción que le da la Ley 42/1994, de 31 de diciembre,
y el artículo 4 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio,
establecen que la competencia de ejecución en materia de
creación, supresión y clasificación, así como la exención de
los puestos de trabajo reservados a funcionarios de Adminis-
tración Local con habilitación de carácter nacional, corres-
ponde a las Comunidades Autónomas.

Al amparo de la legislación invocada, visto el informe
emitido por la Excma. Diputación Provincial de Málaga, y de
conformidad con lo establecido en el Decreto 467/1994, de
13 de diciembre, por el que se asignan a la entonces Consejería
de Gobernación las competencias atribuidas por las Dispo-
siciones Adicionales Novena de la Ley 22/1993, de 29 de
diciembre y Tercera del Real Decreto 1732/94, de 29 de julio,
relativas al régimen de funcionarios de Administración Local
con habilitación de carácter nacional.

Esta Dirección General ha resuelto: Eximir a la Manco-
munidad de Municipios de la Costa del Sol Occidental (Málaga)
de la obligación de sostener el puesto de trabajo de Tesorería
de su plantilla de funcionarios.
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Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, de conformidad con el art. 48, apartado e), de la
Ley 6/83, del Gobierno y la Administración de esta Comunidad
Autónoma y el art. 109, apartado d), de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante
la Sala del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía com-
petente en el plazo de dos meses contados a partir del día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía, previa comunicación de dicha interposición a
esta Dirección General de conformidad con el art. 110.3 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, anteriormente citada.

Sevilla, 19 de marzo de 1998.- El Director General, Jesús
M.ª Rodríguez Román.

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

ORDEN de 6 de abril de 1998, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores contratados eventuales depen-
dientes del Servicio Andaluz de Salud, mediante el esta-
blecimiento de servicios mínimos.

Por la Asociación Sindical de Trabajadores e Interinos
de la Sanidad Pública ha sido convocada huelga desde las
0,00 horas del día 13 de abril de 1998, con carácter de
indefinida y que, en su caso, podrá afectar a todos los tra-
bajadores y trabajadoras, en todas las categorías, contratados
eventuales del SAS en la Comunidad Autónoma Andaluza.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores y trabajadoras, en todas
las categorías, contratados eventuales del SAS en la Comu-
nidad Autónoma Andaluza, prestan un servicio esencial para
la comunidad, cuya paralización puede afectar a la salud y
a la vida de los usuarios de la sanidad pública, y por ello
la Administración se ve compelida a garantizar el referido
servicio esencial mediante la fijación de los servicios mínimos
en la forma que por la presente Orden se determina, por cuanto
que la falta de protección del referido servicio prestado por
dicho personal colisiona frontalmente con los derechos a la
vida y a la salud proclamados en los artículos 15 y 43 de
la Constitución española.

De acuerdo con lo que disponen los preceptos legales
aplicables, artículos 28.2, 15 y 43 de la Constitución; artícu-
lo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo
de Gobierno de la Junta de Andalucía de 5 de octubre de
1983; y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que podrá afectar a
todos los trabajadores y trabajadoras, en todas las categorías,
contratados eventuales del SAS en la Comunidad Autónoma
Andaluza, convocada desde las 0,00 horas del día 13 de
abril de 1998, con carácter de indefinida, se entenderá con-
dicionada al mantenimiento de los mínimos necesarios para
el funcionamiento de este servicio.

Artículo 2. Por las Delegaciones Provinciales de las Con-
sejerías de Trabajo e Industria y de Salud de la Comunidad
Autónoma de Andalucía se determinarán, oídas las partes afec-
tadas, el personal y servicios mínimos estrictamente necesarios
para asegurar lo anteriormente dispuesto.

Artículo 3. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 4. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 5. Sin perjuicio de lo que establecen los artículos
anteriores, deberán observarse las normas legales y reglamen-
tarias vigentes en materia de garantías de los usuarios de
establecimientos sanitarios, así como se garantizará, finalizada
la huelga, la reanudación normal de la actividad.

Artículo 6. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 6 de abril de 1998

GUILLERMO GUTIERREZ CRESPO JOSE LUIS GARCIA DE ARBOLEYA
Consejero de Trabajo e Industria TORNERO

Consejero de Salud

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud.
Ilmos. Sres. Delegados Provinciales de las Consejerías de Tra-
bajo e Industria y de Salud de la Junta de Andalucía.

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

RESOLUCION de 9 de marzo de 1998, de la Direc-
ción General de la Producción Agraria, por la que se
amplía el ámbito de actuación de la Agrupación de
Defensa Sanitaria a la Asociación de Ganaderos de
Porcino de Montilla, incluyendo el Municipio de Mon-
talbán (Córdoba).

A solicitud de la Asociación de la Presidencia de la Agru-
pación de Ganado Porcino de Montilla para que le fuese con-
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cedida la ampliación del ámbito territorial y de actuación
mediante la incorporación de ganaderos de porcino del término
de Montalbán (Córdoba).

Vistos los informes preceptivos y realizadas las compro-
baciones sanitarias previstas en la legislación vigente, Real
Decreto 1880/96, de 2 de agosto (BOE núm. 229, de
21.9.96), Decreto 187/1993, de 21 de diciembre (BOJA núm.
19, de 17.2.94) y Orden de 10 de mayo de 1994 que desarro-
lla el Decreto anteriormente citado (BOJA núm. 86, de
10.6.94), y Resolución de la Dirección General de la Pro-
ducción Agraria de 9 de febrero de 1982, he venido en uso
de las atribuciones que me están conferidas por el Estatuto
de Autonomía de Andalucía, y el Decreto 220/1994, de 6
de septiembre (BOJA núm. 142, de 10.9.94), a conceder
con fecha 9 de marzo del año en curso la ampliación del
ámbito territorial y de actuación mediante la incorporación
de ganaderos de porcino del término de Montalbán en la citada
Agrupación de Defensa Sanitaria.

Notifíquese la presente Resolución a los interesados y
dése traslado a la Subdirección General de Sanidad Animal
del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, con el
fin de su publicación en el BOE de acuerdo con lo que pre-
ceptúa el apartado c), punto 3, de la Resolución de 9 de
febrero de 1982.

Sevilla, 9 de marzo de 1998.- El Director General, Luis
Gázquez Soria.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 31 de marzo de 1998, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica a
los posibles interesados la interposición de recurso
contencioso-administrativo.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía en Sevilla, sito en el Prado
San Sebastián, Edificio Juzgado, Sexta Planta, se ha inter-
puesto por ANPE Sindicato Independiente recurso contencio-
so-administrativo núm. 321/98, Sección 1.ª D.F. RG 1312
contra acuerdos adoptados en desarrollo del párrafo 6, punto 1,
del Acuerdo de bases hacia un pacto por la Educación sobre
oferta anual de empleo público en centros educativos no uni-
versitarios y cobertura de bajas de personal docente suscrito
el 6.2.98, entre la Consejería de Educación y Ciencia, la Unión
General de Trabajadores (UGT) y Comisiones Obreras
(CC.OO.).

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicha Sala en el plazo de nueve días.

Sevilla, 31 de marzo de 1998.- La Secretaria General
Técnica, Asunción Vázquez Pérez.

RESOLUCION de 31 de marzo de 1998, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica a
los posibles interesados la interposición de recurso
contencioso-administrativo.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía en Sevilla, sito en el Prado
San Sebastián, Edificio Juzgado, Sexta Planta, se ha inter-
puesto por ANPE Sindicato Independiente recurso contencio-
so-administrativo núm. 260/98, Sección 1.ª RG 1084 contra
el acuerdo suscrito, con fecha 16 de diciembre de 1997,

entre la Consejería de Educación y Ciencia, la Unión General
de Trabajadores (UGT) y Comisiones Obreras (CC.OO.), para
mejorar la gestión de los Comedores Escolares de los Centros
Públicos no Universitarios dependientes de la Consejería.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicha Sala en el plazo de nueve días.

Sevilla, 31 de marzo de 1998.- La Secretaria General
Técnica, Asunción Vázquez Pérez.

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 25 de febrero de 1998, de la
Dirección General de Participación y Servicios Ambien-
tales, por la cual se hacen públicas las Resoluciones
de subvenciones concedidas durante el tercer trimestre
de 1997, para actividades medioambientales.

Por Resolución de la Dirección General de Participación
y Servicios Ambientales de la Consejería de Medio Ambiente
de fecha 23 de julio de 1997, se han concedido las sub-
venciones a las entidades que seguidamente se relacionan
para la realización de Campos de Voluntariado Ambiental,
Aplicación Presupuestaria 01.20.00.03.00.780.00.34B.1,
expediente 271/97/A/00, las cuales se consideran de interés
para la Comunidad Autónoma:
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Por Resoluciones de la Dirección General de Participación
y Servicios Ambientales de la Consejería de Medio Ambiente
de las fechas que se relacionan, se han concedido las siguien-
tes subvenciones al amparo de la Orden de 22 de abril:

- Resolución de fecha 31 de julio de 1997, por la que
se concede a la Asociación Ecología y Submarinismo (Sevilla),
una subvención de dos millones quinientas mil pesetas
(2.500.000 ptas.), para las «Jornadas de limpieza de fondos mari-
nos». Aplicación Presupuestaria 01.20.00.01.00.481.00.34B.1.
Expediente: 1191/97/A/00.

- Resolución de fecha 10 de noviembre de 1997, por la
que se concede a la Asociación de Emisoras Municipales (EMA),
una subvención de trescientas mil pesetas (300.000 ptas.),
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para la edición de una revista radiofónica «Línea Verde». Apli-
cación Presupuestaria 01.20.00.01.00.481.00.34B. Expedien-
te: 1862/97/A/00.

- Resolución de fecha 10 de diciembre de 1997, por
la que se concede a la Asociación Alcaria (Baena, Córdoba),
una subvención de cuatrocientas noventa y nueve mil nove-
cientas noventa y nueve pesetas (499.999 ptas.) para «Se-
guimiento de la biología reproductora de las rapaces del P.N.
de las Sierras Subbéticas Cordobesas». Aplicación Presupues-
ta r ia 01.20.00.01.00.481.00.34B. Exped ien te :
1989/97/A/00.

- Resolución de fecha 10 de noviembre de 1997, por
la que se concede a la Asociación EDUMA (Málaga), una
subvención de ciento cincuenta mil pesetas (150.000 ptas.),
para la «Conferencia Touch’96». Aplicación Presupuestaria
01.20.00.01.00.481.00.34B. Expediente: 1867/97/A/00.

- Resolución de fecha 10 de diciembre de 1997, por la
que se concede al Club Universitario de Actividades Subacuáticas
(C.U.A.S.S.), (Sevilla), una subvención de trescientas mil pesetas
(300.000 ptas.), para las «V Jornadas de vídeo submarino».
Aplicación Presupuestaria 01.20.00.01.00.481.00.34B. Expe-
diente: 1987/97/A/00.

- Resolución de fecha 23 de diciembre de 1997, por
la que se concede a la Asociación Andaluza de Malacología
(Málaga), una subvención de trescientas cincuenta mil pesetas
(350.000 ptas.), para la «Edición de la revista Malakos». Apli-
cación Presupuestaria 01.20.00.01.00.481.00.34B. Expe-
diente: 1983/97/A/00.

- Resolución de fecha 23 de diciembre de 1997, por
la que se concede a la Asociación para el Desarrollo de los
Medios Audiovisuales «Verdenace» (Málaga), una subvención
de trescientas mil pesetas (300.000 ptas.), para la realización
del cortometraje «El Abuelo y el Bosque». Aplicación Presu-
puestaria 01.20.00.01.00.481.00.34B. Expediente:
1988/97/A/00.

- Resolución de fecha 7 de enero de 1997, por la que
se concede a la Confederación Ecologista Pacifista (CEPA),
una subvención de cuatro millones doscientas mil pesetas
(4.200.000 ptas.), para los proyectos «Río Barbate, corriente
de aprendizaje», «Curso de iniciación a la ornitología» y «Curso
de formación jurídica del voluntariado ambiental». Aplicación
Presupuestaria 01.20.00.03.00.782.00.34B. Expediente:
2083/97/A/00.

- Resolución de fecha 23 de diciembre de 1997, por
la que se concede a la Federación Interdiocesana Andaluza
del Movimiento Scout de Andalucía, una subvención de nove-
cientas treinta y tres mil cuatrocientas treinta y una pesetas
(933.431 ptas.), para los proyectos: «Congreso de Educación
Ambiental no formal», «Jornadas de Educación Ambiental en
los Parques Naturales», «Reedición del libro Salvar al mundo»,
«Publicación de la Hoja Informativa Verde Lis» y «Campaña
de Educación Ambiental Verde Lis». Aplicación Presupuestaria
01.20.00.01.00.481.00.34B. Expediente: 2087/97/A/00.

- Resolución de fecha 23 de diciembre de 1997, por la
que se concede a la Confederación General del Trabajo de
Andalucía (CGT), una subvención de cuatro millones de pesetas
(4.000.000 ptas.), para la campaña «Un Andaluz, un Arbol».
Aplicación Presupuestaria 01.20.00.01.00.481.00.34B.
Expediente: 2067/97/A/00.

- Resolución de fecha 22 de diciembre de 1997, por
la que se concede a la Federación Andaluza de Defensa de

la Naturaleza (FAADN), una subvención de cuatro millones
ciento ochenta y nueve mil seiscientas veinte y cinco pesetas
(4.189.625 ptas.), para los proyectos: «Boletín de ecología»,
«Publicación Orquídeas del P.N. de Cazorla, Segura y Las
Villas», «Itinerario botánico por el Aula del Paisaje Industrial»,
«Publicaciones periódicas de información y divulgación Anda-
lus», «Boletín informativo Agaden», «Conozcamos nuestro
último río virgen en Andalucía», «Programa integrado de con-
servación de la naturaleza en la provincia de Málaga», «Pro-
puestas para reducción y correcta gestión de los residuos agrí-
colas en el poniente almeriense» y «Publicaciones sobre la
desertización en Almería». Aplicación Presupuestaria
01.20.00.03.00.781.00.34B. Expediente: 2080/97/A/00.

- Resolución de fecha 28 de octubre de 1997, por la
que se concede a la Universidad de Sevilla, una subvención
de un millón de pesetas (1.000.000 ptas.), para el «III Máster
de Medio Ambiente». Ap l icac ión Presupues tar ia
01.20.00.01.441.00.34B. Expediente: 1813/97/A/00.

- Resolución de fecha 17 de octubre de 1997, por la
que se concede a la Sociedad Cooperativa Andaluza «Huerto
Alegre», una subvención de un millón setecientas cincuenta
mil pesetas (1.750.000 ptas.), para el proyecto «Jóvenes,
adultos y tercera edad». Aplicación Presupuestaria
01.20.00.01.00.782.00.34B. Expediente: 1829/97/A/00.

- Resolución de fecha 17 de octubre de 1997, por la
que se concede a la Sociedad Cooperativa Andaluza «El Can-
talar», una subvención de un millón setecientas cincuenta
mil pesetas (1.750.000 ptas.), para el proyecto «Aula activa».
Aplicación Presupuestaria 01.20.00.01.00.782.00.34B.
Expediente: 1828/97/A/00.

- Resolución de fecha 16 de octubre de 1997, por la
que se concede a la Universidad de Cádiz, una subvención
de dos millones de pesetas (2.000.000 ptas.), para los «Cur-
sos de verano de San Roque». Aplicación Presupuestaria
01.20.00.01.441.00.34B. Expediente: 1830/97/A/00.

- Resolución de fecha 28 de octubre de 1997, por la
que se concede a la Universidad de Córdoba, una subvención
de un trescientas setenta y cinco mil pesetas (375.000 ptas.),
para las «V Jornadas de la asociación Española de Ecología
Terrestre». Aplicación Presupuestaria 01.20.00.01.
441.00.34B. Expediente: 1840/97/A/00.

- Resolución de fecha 3 de noviembre de 1997, por la
que se concede al Ayuntamiento de Purchena (Almería), una
subvención de trescientas ochenta y cinco mil pesetas
(385.000 ptas.), para el «Curso de Historia Ecológica: Una
visión del medio ambiente desde las Ciencias Sociales». Apli-
cación Presupuestaria 01.20.00.01.462.00.34B. Expedien-
te: 1841/97/A/00.

- Resolución de fecha 3 de noviembre de 1997, por la
que se concede a la Asociación Ecos de Málaga, una sub-
vención de un millón cuatrocientas treinta mil pesetas
(1.430.000 ptas.), para la «Campaña contra la pesca de inma-
duros» y «Málaga, un paraíso natural». Aplicación Presupues-
taria 01.20.00.01.481.00.34B. Expediente: 1841/97/A/00.

- Resolución de fecha 10 de noviembre de 1997, por
la que se concede a la Asociación Mujeres Progresistas «La
Mitad del Cielo», una subvención de seiscientas mil pesetas
(600.000 ptas.), para el proyecto «Ecología doméstica». Apli-
cación Presupuestaria 01.20.00.01.481.00.34B. Expedien-
te: 1865/97/A/00.
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- Resolución de fecha 3 de noviembre de 1997, por la
que se concede a la Confederación General del Trabajo (CGT),
una subvención de un millón de pesetas (1.000.000 ptas.),
para las «Jornadas andaluzas de salud laboral». Aplicación
Presupuestaria 01.20.00.01.481.00.34B. Expediente:
1859/97/A/00.

- Resolución de fecha 3 de noviembre de 1997, por la
que se concede a la Fundación Monte Mediterráneo (Huelva),
una subvención de tres millones quinientas diez mil pesetas
(3.510.000 ptas.), para «Tres proyectos medioambientales
en la Sierra de Aracena». Aplicación Presupuestaria
01.20.00.01.481.00.34B. Expediente: 1851/97/A/00.

- Resolución de fecha 3 de noviembre de 1997, por la
que se concede al Colectivo 220 (Granada), una subvención
de dos millones de pesetas (2.000.000 ptas.), para el proyecto
«Tu Pueblo es tu planeta». Aplicación Presupuestaria
01.20.00.01.481.00.34B. Expediente: 1850/97/A/00.

Sevilla, 25 de febrero de 1998.- El Director General, Enri-
que Salvo Tierra.

RESOLUCION de 11 de marzo de 1998, de la
Viceconsejería, por la que se aprueba el deslinde del
tramo cuarto de la vía pecuaria que se cita.

Examinado el expediente de aprobación del deslinde del
tramo 4.º de la vía pecuaria denominada «Cañada Real del
Coronil», en el término municipal de Utrera, provincia de Sevi-
lla, instruido y tramitado por la Delegación Provincial de la
Consejería de Medio Ambiente en esa capital, se desprenden
los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real del
Coronil», sita en el término municipal de Utrera (Sevilla), fue
clasificada por Orden Ministerial de fecha 21 de octubre de
1957.

Segundo. Por Orden de fecha 26 de enero de 1995, de
la Consejería de Medio Ambiente, se acordó el inicio del des-
linde en el tramo 4.º de dicha vía pecuaria.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron en fecha 7 de noviembre de 1995, notificándose dicha
circunstancia a todos los afectados conocidos y publicándose
en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla,
en fecha 11 de marzo de 1997.

Quinto. A la dicha Proposición de Deslinde, en tiempo
y forma, se presentaron alegaciones contrarias al mismo por
parte de los siguientes interesados:

- Ayuntamiento de Utrera.
- Doña Rosario Candau Vorcy.
- Don Juan Alfonso Martos Azlor de Aragón.
- Don Rafael Candau Vorcy.
- Don Miguel Afán Ribera de Ibarra, en su calidad de

Secretario General de ASAJA-Sevilla.

Sexto. Lo alegado por los arriba citados, puede resumirse
tal como sigue:

- Solicitud que parte de los terrenos pecuarios sean cla-
sificados como terrenos sobrantes.

- Reclasificación de la vía pecuaria.
- Prescripción posesoria de terrenos pecuarios, así como

el amparo legal que pudiera darle la inscripción registral de
terrenos pertenecientes a la vía pecuaria objeto del deslinde.

Séptimo. Sobre las alegaciones previas, se solicitó el pre-
ceptivo informe del Gabinete Jurídico, cuyo contenido se incor-
pora más adelante a la presente Resolución.

A la vista de tales antecedentes son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Viceconsejería la resolución del
presente deslinde en virtud del Decreto 148/1994, de 2 de
agosto, sobre reestructuración de Consejerías y la Disposición
Adicional Séptima de la Ley 8/1996, de 26 de diciembre,
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía
para 1997, que suprime la Agencia de Medio Ambiente, atri-
buyendo las competencias y funciones de ésta a la Consejería
de Medio Ambiente, entendiéndose asignadas las mismas al
Viceconsejero de la citada Consejería.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común; el Decreto 202/1997, de
3 de septiembre, por el que se establece la estructura orgánica
de la Consejería de Medio Ambiente, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real de
la Armada», fue clasificada por Orden Ministerial de fecha
21 de octubre de 1957, siendo esta clasificación, como reza
el artículo 7.º de la vigente Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias, el acto administrativo de carácter declarativo
en virtud del cual se determina la existencia, anchura, trazado
y demás características de cada vía pecuaria, debiendo por
tanto el deslinde, como acto administrativo por el que se defi-
nen los límites de la vía pecuaria, ajustarse a lo establecido
en el acto de clasificación. En este caso, la clasificación apro-
bada por la Orden Ministerial antes citada.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde, y en función de los argumentos vertidos
en el informe del Gabinete Jurídico citado en el punto Séptimo
de los Antecedentes de Hecho de la presente Resolución, cabe
aducir:

A) Referente a lo manifestado por el Ayuntamiento de
Utrera, contestar diciendo que, en definitiva, con la desapa-
rición, según la vigente Ley 3/95, de Vías Pecuarias, de las
categorías de porción innecesaria o sobrante, realmente que
se califique de este modo o no parte de la vía pecuaria resulta
irrelevante en la medida en que toda ella, si se decide en
momento posterior desafectarla en todo o en parte, mante-
niendo la continuidad del tránsito y la posibilidad de usos
compatibles o complementarios, se encuentra en una posición
de partida idéntica sin que la calificación hecha pueda deter-
minar en la práctica ninguna diferencia de trato. Pues conviene
dejar claro que con posterioridad a la entrada en vigor de
la Ley 3/1995, amén de que sea improcedente hablar de
partes necesarias o sobrantes de vías pecuarias, el citado texto
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legal supone la desaparición de estas categorías en los expe-
dientes de deslinde.

B) En referencia a lo señalado por los restantes alegantes
y en concreto, a cuanto aduce sobre la prescripción posesoria
de los treinta años y la protección dispensada por el Registro
de la Propiedad, podemos indicar lo siguiente:

a) En cuanto a la adquisición de terrenos pecuarios por
constar éstos en escritura pública, inscrita además en el registro
de la Propiedad, ha de tenerse en cuenta que la protección
del registro no alcanza a los datos de mero hecho de los bienes
de dominio público, y al señalar que éstos limitan con una
vía pecuaria todo lo más que presume es que los terrenos
limitan con una vía pecuaria, y con ello no se prejuzga ni
se condiciona la extensión ni la anchura de ésta. Decir que
garantiza con esa sola mención que se le atribuya la anchura
que nos interese es absolutamente gratuito.

En este sentido, es pacífico que la fe pública registral
no alcanza a las cualidades físicas de la finca que conste
inmatriculada, pues la ficción jurídica del artículo 34 de la
Ley Hipotecaria solo cabe en cuanto a aspectos jurídicos del
derecho y de la titularidad, y no sobre datos descriptivos, como
indica García García. En este sentido, entre otras muchas,
podemos mencionar las Sentencias del Tribunal Supremo de
3 de junio de 1989 y 30 de noviembre de 1991. De su
lado, y sobre el mismo particular, la Dirección General de
los Registros y del Notariado en Resoluciones de 27 de junio
de 1935 y 6 de julio de 1956, declaran que la fe pública
no comprende los datos físicos y, por tanto, la medida super-
ficial, porque, según la Ley Hipotecaria, los asientos del Regis-
tro no garantizan que el inmueble tenga la cabida que conste
en las respectivas inscripciones, a pesar de la importancia
de este dato fáctico, que constituye la magnitud del soporte
de los derechos que pertenecen al titular.

b) En cuanto a si la extensión y los linderos de la finca
quedarían amparados por el principio de legitimación registral,
la doctrina y la jurisprudencia se muestran oscilantes, pero
cabe destacarse la existencia de una línea jurisprudencial que
equipara legitimación y fe pública registral considerando que
ni una ni otra amparan este tipo de datos de hecho. Y en
esta línea podemos mencionar las Sentencias del Tribunal
Supremo de 16 de noviembre de 1960, 16 de junio de 1989,
6 de julio de 1991, 1 de octubre de 1991, 30 de septiembre
de 1992 y 16 de octubre de 1992.

c) Lo dicho debe enmarcarse en una consideración gené-
rica sobre la posibilidad abstracta del Registro de incidir en
el dominio público.

En primer lugar existen argumentos del tipo de la natu-
raleza de las cosas. El registro le es indiferente al dominio
público. Como indica Roca Sastre: «a los efectos de la ins-
cripción en el Registro de la Propiedad, no interesan propia-
mente cuantos derechos puedan recaer sobre bienes de domi-
nio público estatal, comunitario, provincial o municipal que
no tengan carácter patrimonial, salvo en cuanto y en la medida
que hayan sido objeto de concesión administrativas. La razón
es que todos ellos, y por tanto también las vías pecuarias,
se encuentran fuera del comercio de los hombres y, por con-
siguiente, no pueden ser objeto de tráfico. Estos bienes según
Beraud y Lezon, carecen de potencialidad jurídica para ser
puestos bajo salvaguardia de la inscripción, porque su ads-
cripción a fines de carácter público los sitúa fuera del comercio
de los hombres, haciéndolos inalienables e imprescriptibles,
llevando en su destino la propia garantía de inatacabilidad
o inmunidad, de manera que en ellos es completamente super-
flua la inscripción. De lo dicho se infiere que, incluso en el
caso de que porciones de los mismos accedieran al Registro,
tal inclusión resultaría irrelevante, pues en ningún caso des-
naturalizaría el bien ni prevalecería sobre su carácter demanial.

En esta línea de prevalencia del dominio público se ins-
criben los artículos 8 y 9 de la Ley de Costas de 28 de julio
de 1988. El artículo 8 indica que «no se admitirán más dere-
chos que los de uso y aprovechamiento adquiridos de acuerdo
con la presente ley, careciendo de todo valor obstativo frente
al dominio público las detentaciones privadas por prolongadas
que sean en el tiempo y aunque aparezcan amparadas por
asientos del Registro de la Propiedad». Por su parte, el artícu-
lo 9 establece que «no podrán existir terrenos de propiedad
distinta de la demanial del Estado en ninguna de las per-
tenencias del dominio público marítimo-terrestre, ni aun en
el supuesto de terrenos ganados al mar o desecados en su
ribera...». Como indica Roca Sastre, la ley prima facie con-
sidera bastante la publicidad que ostensiblemente tienen en
general las características naturales de los bienes de dominio
público terrestre.

Consagrando asimismo la prevalencia de la naturaleza
demanial de las vías pecuarias se pronuncia el artículo 8 de
la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, cuyo
párrafo 3.º resulta rotundo: «El deslinde aprobado declara la
posesión y la titularidad demanial a favor de la Comunidad
Autónoma dando lugar al amojonamiento y sin que las ins-
cripciones del Registro de la Propiedad puedan prevalecer fren-
te a la naturaleza demanial de los bienes deslindados. La
inteligencia del precepto nos indica que el Registro no opera
frente al deslinde, no juegan los principios de legitimación
y fe pública registral y, sobre todo, del mismo modo que sucede
con el dominio público marítimo-terrestre, el que la usurpación
haya tenido acceso al registro como parte de una finca registral
no constituye título para la prescripción adquisitiva, sea secun-
dum o contra tabulas, respecto a esa porción de terreno. Admi-
tir lo contrario seria consagrar una interpretación contra legem,
porque en definitiva se haría prevalecer lo que del Registro
resulta frente a la naturaleza demanial del bien.

d) En cuanto a la prescripción que se aduce haber sido
ganada sobre porciones de vía supuestamente ocupadas por
el transcurso de los plazos de prescripción, ha de indicarse
que, sin duda, corresponden a un estado de cosas anterior
en el tiempo a la promulgación de la nueva ley, la interpretación
jurisprudencial es que ya no se puede hablar de dominio públi-
co relajado o de segunda categoría, y sí de dominio público
militante y equiparable al correspondiente a cualquier otro bien.

Ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio de 1974
intentaba conciliar la voluntad de demanializar con el respeto
a los derechos adquiridos, declarando de un lado la vía como
bien no susceptible de prescripción ni de enajenación, sin
que pudiera alegarse para su apropiación el tiempo que hayan
sido ocupados, ni legitimarse las usurpaciones de que hubieran
sido objeto. Ello no obstante, su Disposición Final Primera
señala que lo dispuesto en la Ley «se entiende sin perjuicio
de los derechos legalmente adquiridos que hayan hecho irrei-
vindicables los terrenos ocupados de vías pecuarias y cuyas
situaciones se apreciaran por los tribunales de justicia».

De cualquier modo, parece evidente que, con posterio-
ridad a la entrada en vigor de la Ley de 1974, ni pueden
entenderse iniciables cómputos del plazo de prescripción, por-
que ello sería tanto como desconocer lo que el artículo 1 de
la Ley establecía ni podrían completarse períodos de pres-
cripción iniciados con anterioridad. Otra cosa sería que pudiera
acreditarse de modo fehaciente que con anterioridad a la entra-
da en vigor de la mencionada Ley se había consumado la
prescripción adquisitiva, lo que no se hace en el presente
supuesto, pues ello llevaría el problema fundamentalmente
al terreno de la prueba y exigiría un estudio pormenorizado
de cada caso concreto presentado.

Considerando que el presente deslinde se ha ajustado
preceptivamente a la clasificación aprobada por Orden Minis-
terial de fecha 21 de octubre de 1957, se ha seguido el pro-
cedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones
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Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con suje-
ción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la favorable propuesta de deslinde evacuada en
fecha 28 de julio de 1997 por la Delegación Provincial de
la Consejería de Medio Ambiente en Sevilla, el informe del
Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía de fecha 28 de
noviembre de 1997, y a propuesta de la Secretaría General
Técnica de la Consejería de Medio Ambiente,

HE RESUELTO

1.º Aprobar el deslinde del tramo 4.º de la vía pecuaria
denominada «Cañada Real del Coronil», que va desde el Cami-
no del Cortijo de Pardales hasta el límite del término de El
Coronil, en el término municipal de Utrera (Sevilla), a tenor
de la descripción que sigue y en función a las coordenadas
que se anexan a la presente Resolución.

Descripción: El tramo 4.º de la «Cañada Real del Coronil»,
que se deslinda, linda al Norte con la Cañada Real del Coronil;
al Este, con las fincas de doña Rosario Candau Vorcy, don
Juan Alfonso Martos Azlor de Aragón y otros; al Oeste, con
Casa Coria, S.A., don Juan Alfonso Martos Azlor de Aragón
y otros; al Sur con línea de término de El Coronil.

El tramo 4.º que se deslinda tiene una longitud de
4.075,22 metros lineales y una anchura de 75 metros lineales.

2.º Desestimar las alegaciones presentadas a la Propo-
sición de Deslinde de parte de los interesados citados en el
punto Quinto de los Antecedentes de Hecho en función a los
argumentos esgrimidos en los puntos Tercero y Cuarto de los
Fundamentos de Derecho de la presente Resolución.

Sevilla, 11 de marzo de 1998.- El Viceconsejero, Luis
García Garrido.

A N E X O

RESOLUCION de 16 de marzo de 1998, de la
Viceconsejería, por la que se aprueba el deslinde del
tramo primero de la vía pecuaria que se cita.

Examinado el expediente de aprobación del deslinde del
tramo 1.º de la vía pecuaria denominada «Cordel del Pico,
Mesas y Arca de Agua», en el término municipal de Utrera,
provincia de Sevilla, instruido y tramitado por la Delegación
Provincial de la Consejería de Medio Ambiente en esa capital,
se desprenden los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Cordel del Pico,
Mesas y Arca de Agua», sita en el término municipal de Utrera
(Sevilla), fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 21
de octubre de 1957.

Segundo. Por Orden de fecha 26 de enero de 1995, de
la Consejería de Medio Ambiente, se acordó el inicio del des-
linde en el tramo 1.º de dicha vía pecuaria.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron en fecha 24 de octubre de 1995, notificándose dicha
circunstancia a todos los afectados conocidos y publicándose
en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla de fecha 16
de octubre.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla,
en fecha 30 de septiembre de 1996.

Quinto. A la dicha Proposición de Deslinde, en tiempo
y forma, se presentaron alegaciones contrarias al mismo por
parte del Ayuntamiento de Utrera, de don Ricardo Sera Arias,
en su calidad de Presidente de ASAJA de Sevilla y don Pedro
Vázquez López.
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Sexto. Lo alegado por los arriba citados, puede resumirse
tal como sigue:

- Solicitud que parte de los terrenos pecuarios sean cla-
sificados como terrenos sobrantes.

- Reclasificación de la vía pecuaria.
- Prescripción posesoria de terrenos pecuarios, así como

el amparo legal que pudiera darle la inscripción registral de
terrenos pertenecientes a la vía pecuaria objeto del deslinde.

Séptimo. Sobre las alegaciones previas, se solicitó el pre-
ceptivo informe del Gabinete Jurídico, cuyo contenido se incor-
pora más adelante a la presente Resolución.

A la vista de tales antecedentes son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Viceconsejería la Resolución del
presente deslinde en virtud del Decreto 148/1994, de 2 de
agosto, sobre reestructuración de Consejerías y la Disposición
Adicional Séptima de la Ley 8/1996, de 26 de diciembre,
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía
para 1997, que suprime la Agencia de Medio Ambiente, atri-
buyendo las competencias y funciones de ésta a la Consejería
de Medio Ambiente, entendiéndose asignadas las mismas al
Viceconsejero de la citada Consejería.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común; el Decreto 202/1997, de
3 de septiembre, por el que se establece la estructura orgánica
de la Consejería de Medio Ambiente, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cordel del Pico,
Mesas y Arca de Agua», fue clasificada por Orden Ministerial
de fecha 21 de octubre de 1957, siendo esta clasificación,
como reza el artículo 7.º de la vigente Ley 3/1995, de 23
de marzo, de Vías Pecuarias, el acto administrativo de carácter
declarativo en virtud del cual se determina la existencia, anchu-
ra, trazado y demás características de cada vía pecuaria,
debiendo por tanto el deslinde, como acto administrativo por
el que se definen los límites de la vía pecuaria, ajustarse a
lo establecido en el acto de Clasificación. En este caso, la
Clasificación aprobada por la Orden Ministerial antes citada.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde, y en función de los argumentos vertidos
en el informe del Gabinete Jurídico citado en el punto Séptimo
de los Antecedentes de Hecho de la presente Resolución, cabe
aducir:

A) Referente a lo manifestado por el Ayuntamiento de
Utrera, contestar diciendo que, en definitiva, con la desapa-
rición, según la vigente Ley 3/95, de Vías Pecuarias, de las
categorías de porción innecesaria o sobrante, realmente que
se califique de este modo o no parte de la vía pecuaria resulta
irrelevante en la medida en que toda ella, si se decide en
momento posterior desafectarla en todo o en parte, mante-
niendo la continuidad del tránsito y la posibilidad de usos
compatibles o complementarios, se encuentra en una posición
de partida idéntica sin que la calificación hecha pueda deter-
minar en la práctica ninguna diferencia de trato. Pues conviene
dejar claro que con posterioridad a la entrada en vigor de
la Ley 3/1995, amén de que sea improcedente hablar de
partes necesarias o sobrantes de vías pecuarias, el citado texto
legal supone la desaparición de estas categorías en los expe-
dientes de deslinde.

B) En referencia a lo señalado por los restantes alegantes
y en concreto, a cuanto aduce sobre la prescripción posesoria
de los treinta años y la protección dispensada por el Registro
de la Propiedad, podemos indicar lo siguiente:

a) En cuanto a la adquisición de terrenos pecuarios por
constar éstos en escritura pública, inscrita además en el registro
de la Propiedad, ha de tenerse en cuenta que la protección
del registro no alcanza a los datos de mero hecho de los bienes
de dominio público, y al señalar que éstos limitan con una
vía pecuaria todo lo más que presume es que los terrenos
limitan con una vía pecuaria, y con ello no se prejuzga ni
se condiciona la extensión ni la anchura de ésta. Decir que
garantiza con esa sola mención que se le atribuya la anchura
que nos interese es absolutamente gratuito.

En este sentido, es pacífico que la fe pública registral
no alcanza a las cualidades físicas de la finca que conste
inmatriculada, pues la ficción jurídica del artículo 34 de la
Ley Hipotecaria solo cabe en cuanto a aspectos jurídicos del
derecho y de la titularidad, y no sobre datos descriptivos, como
indica García García. En este sentido, entre otras muchas,
podemos mencionar las Sentencias del Tribunal Supremo de
3 de junio de 1989 y 30 de noviembre de 1991. De su
lado, y sobre el mismo particular, la Dirección General de
los Registros y del Notariado en Resoluciones de 27 de junio
de 1935 y 6 de julio de 1956, declaran que la fe pública
no comprende los datos físicos y, por tanto, la medida super-
ficial, porque, según la Ley Hipotecaria, los asientos del Regis-
tro no garantizan que el inmueble tenga la cabida que conste
en las respectivas inscripciones, a pesar de la importancia
de este dato fáctico, que constituye la magnitud del soporte
de los derechos que pertenecen al titular.

b) En cuanto a si la extensión y los linderos de la finca
quedarían amparados por el principio de legitimación registral,
la doctrina y la jurisprudencia se muestran oscilantes, pero
cabe destacarse la existencia de una línea jurisprudencial que
equipara legitimación y fe pública registral considerando que
ni una ni otra amparan este tipo de datos de hecho. Y en
esta línea podemos mencionar las Sentencias del Tribunal
Supremo de 16 de noviembre de 1960, 16 de junio de 1989,
6 de julio de 1991, 1 de octubre de 1991, 30 de septiembre
de 1992 y 16 de octubre de 1992.

c) Lo dicho debe enmarcarse en una consideración gené-
rica sobre la posibilidad abstracta del Registro de incidir en
el dominio público.

En primer lugar existen argumentos del tipo de la natu-
raleza de las cosas. El registro le es indiferente al dominio
público. Como indica Roca Sastre: «a los efectos de la ins-
cripción en el Registro de la Propiedad, no interesan propia-
mente cuantos derechos puedan recaer sobre bienes de domi-
nio público estatal, comunitario, provincial o municipal que
no tengan carácter patrimonial, salvo en cuanto y en la medida
que hayan sido objeto de concesión administrativa». La razón
es que todos ellos, y por tanto también las vías pecuarias,
se encuentran fuera del comercio de los hombres y, por con-
siguiente, no pueden ser objeto de tráfico. Estos bienes según
Beraud y Lezon, carecen de potencialidad jurídica para ser
puestos bajo salvaguardia de la inscripción, porque su ads-
cripción a fines de carácter público los sitúa fuera del comercio
de los hombres, haciéndolos inalienables e imprescriptibles,
llevando en su destino la propia garantía de inatacabilidad
o inmunidad, de manera que en ellos es completamente super-
flua la inscripción. De lo dicho se infiere que, incluso en el
caso de que porciones de los mismos accedieran al Registro,
tal inclusión resultaría irrelevante, pues en ningún caso des-
naturalizaría el bien ni prevalecería sobre su carácter demanial.

En esta línea de prevalencia del dominio público se ins-
criben los artículos 8 y 9 de la Ley de Costas de 28 de julio
de 1988. El artículo 8 indica que «no se admitirán más dere-
chos que los de uso y aprovechamiento adquiridos de acuerdo
con la presente ley, careciendo de todo valor obstativo frente
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al dominio público las detentaciones privadas por prolongadas
que sean en el tiempo y aunque aparezcan amparadas por
asientos del Registro de la Propiedad». Por su parte, el artícu-
lo 9 establece que «no podrán existir terrenos de propiedad
distinta de la demanial del Estado en ninguna de las per-
tenencias del dominio público marítimo-terrestre, ni aun en
el supuesto de terrenos ganados al mar o desecados en su
ribera...». Como indica Roca Sastre, la ley prima facie con-
sidera bastante la publicidad que ostensiblemente tienen en
general las características naturales de los bienes de dominio
público terrestre.

Consagrando asimismo la prevalencia de la naturaleza
demanial de las vías pecuarias se pronuncia el artículo 8 de
la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, cuyo
párrafo 3.º resulta rotundo: «El deslinde aprobado declara la
posesión y la titularidad demanial a favor de la Comunidad
Autónoma dando lugar al amojonamiento y sin que las ins-
cripciones del Registro de la Propiedad puedan prevalecer fren-
te a la naturaleza demanial de los bienes deslindados». La
inteligencia del precepto nos indica que el Registro no opera
frente al deslinde, no juegan los principios de legitimación
y fe pública registral y, sobre todo, del mismo modo que sucede
con el dominio público marítimo-terrestre, el que la usurpación
haya tenido acceso al registro como parte de una finca registral
no constituye título para la prescripción adquisitiva, sea secun-
dum o contra tabulas, respecto a esa porción de terreno. Admi-
tir lo contrario sería consagrar una interpretación contra legem,
porque en definitiva se haría prevalecer lo que del Registro
resulta frente a la naturaleza demanial del bien.

d) En cuanto a la prescripción que se aduce haber sido
ganada sobre porciones de vía supuestamente ocupadas por
el transcurso de los plazos de prescripción, ha de indicarse
que, sin duda, corresponden a un estado de cosas anterior
en el tiempo a la promulgación de la nueva ley, la interpretación
jurisprudencial es que ya no se puede hablar de dominio públi-
co relajado o de segunda categoría, y sí de dominio público
militante y equiparable al correspondiente a cualquier otro bien.

Ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio de 1974
intentaba conciliar la voluntad de demanializar con el respeto
a los derechos adquiridos, declarando de un lado la vía como
bien no susceptible de prescripción ni de enajenación, sin
que pudiera alegarse para su apropiación el tiempo que hayan
sido ocupados, ni legitimarse las usurpaciones de que hubieran
sido objeto. Ello no obstante, su Disposición Final Primera
señala que lo dispuesto en la Ley «se entiende sin perjuicio
de los derechos legalmente adquiridos que hayan hecho irrei-
vindicables los terrenos ocupados de vías pecuarias y cuyas
situaciones se apreciaran por los tribunales de justicia».

De cualquier modo, parece evidente que, con posterio-
ridad a la entrada en vigor de la Ley de 1974, ni pueden
entenderse iniciables cómputos del plazo de prescripción, por-
que ello sería tanto como desconocer lo que el artículo 1 de
la Ley establecía ni podrían completarse períodos de pres-
cripción iniciados con anterioridad. Otra cosa sería que pudiera
acreditarse de modo fehaciente que con anterioridad a la entra-
da en vigor de la mencionada Ley se había consumado la
prescripción adquisitiva, lo que no se hace en el presente
supuesto, pues ello llevaría el problema fundamentalmente
al terreno de la prueba y exigiría un estudio pormenorizado
de cada caso concreto presentado.

Considerando que el presente deslinde se ha ajustado
preceptivamente a la clasificación aprobada por Orden Minis-
terial de fecha 21 de octubre de 1957, se ha seguido el pro-
cedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con suje-
ción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la favorable propuesta de deslinde evacuada en
fecha 4 de julio de 1997 por la Delegación Provincial de

la Consejería de Medio Ambiente en Sevilla, el informe del
Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía de fecha 12 de
noviembre de 1997, y a propuesta de la Secretaría General
Técnica de la Consejería de Medio Ambiente,

HE RESUELTO

1.º Aprobar el deslinde del tramo 1.º de la vía pecuaria
denominada «Cordel del Pico, Mesas y Arca de Agua», que
va desde la Cañada Real de la Armada hasta la unión con
el Camino de Taranzo, en el término municipal de Utrera,
(Sevilla), a tenor de la descripción que sigue y en función
a las coordenadas que se anexan a la presente Resolución.

Descripción: El tramo 1.º del «Cordel del Pico, Mesas
y Arca de Agua», que se deslinda, linda al Norte con las fincas
de don Manuel Martín Fernández, don Francisco Jiménez
Gayango, doña Concepción Calvo Jiménez, don Rafael Barea
Roldán, don Joaquín Silvestre Rincón, don Antonio Monge
Maestre, don Manuel Barea Roldán, don Juan Cid Haro, don
Juan Conradi Alonso, Fundación Hospitalaria Santa Resurrec-
ción, doña Cristina González Caballero, don Antonio Calvo
Moreno, don Julio González Arias Reina, don Francisco Mén-
dez Martín, don Francisco Doña Sánchez, don Francisco Sán-
chez-Noriega Laguna, don José Ruiz Sánchez-Noriega, doña
María Dolores García Marchena, don Manuel Sánchez Norie-
ga-Laguna, don Joaquín Ruiz Sánchez-Noriega, don Antonio
Zabala Sánchez-Noriega, don Francisco Doña Sánchez, don
Joaquín Arcenegui López, don Pedro Vázquez López, Herma-
nos; al Sur, con las fincas de don Manuel Cid Aranda, don
Manuel Cid Vasco, don José Fernández Mirieime, don Manuel
y don Antonio Falcón Pérez, don Juan Parejo García, doña
Mercedes González Mateo, Herederos de Miguel Mena Sonsa,
doña Ana María Fuentes Muñoz, doña María Ruiz Cordero,
don Diego Iglesias García, don Domingo González Cotrino,
doña María Dolores García Marchena, don Manuel Rodríguez
Velarde, don Joaquín Rueda Martos, doña María Auxiliadora
Marín Gómez, doña Carmen González Rueda, don Domingo
y don Manuel Marín Gómez; al Este, con tramo del Cordel
del Pico, Mesas y Arca de Agua; al Oeste, con la Cañada
Real de la Armada.

El tramo 1.º que se deslinda tiene una longitud de
7.166,92 metros lineales y una anchura de 37,5 metros
lineales.

2.º Desestimar las alegaciones presentadas a la Propo-
sición de Deslinde de parte de los interesados citados en el
punto Quinto de los Antecedentes de Hecho en función a los
argumentos esgrimidos en los puntos Tercero y Cuarto de los
Fundamentos de Derecho de la presente Resolución.

Sevilla, 16 de marzo de 1998.- El Viceconsejero, Luis
García Garrido.

A N E X O
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RESOLUCION de 17 de marzo de 1998, de la
Dirección General de Gestión del Medio Natural, por
la que se aprueba la relación por provincias, de los
aprovechamientos apícolas en los montes pertenecien-
tes a la Comunidad Autónoma de Andalucía.

En virtud del Decreto 250/1997, de 28 de octubre, por
el que se regulan los aprovechamientos apícolas en los montes
pertenecientes a la Comunidad Autónoma de Andalucía y, de
acuerdo con lo previsto en los Programas Anuales de Apro-
vechamientos de las respectivas provincias,

HE RESUELTO

1.º Aprobar los aprovechamientos apícolas en los montes
pertenecientes a la Comunidad Autónoma de Andalucía, así
como las superficies a aprovechar, época de disfrute y número
de colmenares, de acuerdo con lo relacionado en el Anexo I
de esta Resolución.

2.º El período de adjudicación será por cinco años.
3.º En cuanto al plazo, lugar de presentación de solicitudes

y documentación a presentar por los interesados, etc., se aten-
derá a lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto 250/1997.

La presente Resolución entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 17 de marzo de 1998.- El Director General, Juan
M.ª Cornejo López.
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CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 16 de marzo de 1998, del Ins-
tituto Andaluz de Servicios Sociales, por la que se cla-
sifica como de Asistencia Social la Fundación Casa
Nuestra Señora del Carmen, instituida en la localidad
de El Viso de los Pedroches (Córdoba).

Examinado el procedimiento instruido para la Clasificación
de la Fundación Casa Nuestra Señora del Carmen, instituida
en la localidad de El Viso de los Pedroches (Córdoba), se
han apreciado los siguientes

H E C H O S

Primero. Por el Patronato de la mencionada Fundación
se aporta al procedimiento instruido Escritura de Constitución
de dicha Fundación, otorgada el día 11 de junio de 1974,
ante el Notario don Gabriel Alarcón Santaolalla, bajo el
núm. 466 de su protocolo, recogiéndose en dicha escritura
la dotación económica que constituye su patrimonio inicial
y los estatutos por los que se ha de regir la Fundación, modi-
ficados posteriormente, en adaptación a lo establecido en la
Ley 30/94, de 24 de noviembre, mediante escritura de 12
de enero de 1996, otorgada ante el Notario don Carlos Morales
Alférez, bajo el núm. 46 de su protocolo.

Segundo. El fin de la Fundación se recoge en el artículo 2.º
de los estatutos adaptados a la Ley 30/94, siendo según trans-

cripción literal de dicho precepto el siguiente: «La finalidad
o destino primordial de la Fundación es la asistencial, pres-
tación realizada a ancianos de ambos sexos, con una especial
preferencia a los nacidos o domiciliados en El Viso de los
Pedroches (Córdoba), asistencia que se prestará en la Casa-Re-
sidencia destinada a este fin».

Tercero. El Patronato de la Fundación, regulado en el
art. 5.º de los Estatutos incorporados en la escritura de cons-
titución, y capítulo III de la posterior modificación estatutaria,
queda identificado en la escritura de 30.10.96, otorgada ante
el Notario don Carlos Morales Alférez, bajo el núm. 1.891
de su protocolo, constando la aceptación expresa de los cargos
de patronos.

Cuarto. La dotación inicial de la Fundación, consignada
en la escritura de constitución, está conformada por los siguien-
tes bienes inmuebles:

- Rústica: Tierra de secano, en el paraje de Carboneras,
término municipal de El Viso de los Pedroches, de extensión
superficial 181-78-69 Has. Inscrita a nombre de la Fundación,
en el Registro de la Propiedad de Hinojosa del Duque, al
tomo 246; libro 18; folio 146; finca núm. 1478; inscrip-
ción 1.ª

- Urbana: Solar sito en C/ Hermanos Linares, núm. 17,
de extensión superficial 1.998 m2. Inscrito a favor de la Fun-
dación, en el Registro de la Propiedad de Hinojosa del Duque,
al tomo 200; libro 17; folio 206; finca 1246; inscripción 2.ª
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- Urbana: Solar sito en C/ Hermanos Linares, núm. 19,
de extensión superficial 177 m2. Inscrito a favor de la Fun-
dación, en el Registro de la Propiedad de Hinojosa del Duque,
al tomo 200; libro 17; folio 207; finca núm. 1246;
inscripción 2.ª

Actualmente los inmuebles urbanos descritos constituyen
la residencia de ancianos propiedad de la Fundación, inscrita
en el Registro de Entidades de Servicios Sociales con el
núm. 521.

El valor catastral de los descritos inmuebles, según docu-
mentación incorporada al expediente instruido, asciende a la
cantidad de 30.191.827 ptas.

Quinto. Tramitado el correspondiente procedimiento y
cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 53 y
siguientes de la Instrucción de Beneficencia de 14.3.1899,
se ha procedido a llevar a cabo por la Delegación Provincial
del IASS de Córdoba el preceptivo trámite de audiencia pública,
de acuerdo con el artículo 57 de la mencionada Instrucción
y artículo 86 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, sin que
durante dicho período se haya presentado alegación alguna.

Sexto. Se ha sometido el expediente instruido sobre Cla-
sificación de la Fundación como de Asistencia Social a informe
del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.

Vista la Constitución española, la Ley 30/94, de 24 de
noviembre, Real Decreto e Instrucción de Beneficencia de
14.3.1899, y demás disposiciones de general y particular apli-
cación, los hechos expuestos merecen la siguiente

VALORACION JURIDICA

Primera. La Constitución española recoge en el Título I,
Capítulo II, Sección 2.ª, artículo 34, el Derecho de Fundación
para fines de interés general.

Segunda. Se ha promovido el presente procedimiento por
persona debidamente facultada para ello, de acuerdo con los
artículos 46 y 54 de la mencionada Instrucción de Beneficencia
de 14.3.1899.

Tercera. Se han cumplido los trámites establecidos por
la Instrucción de Beneficencia para los expedientes de Cla-
sificación, habiéndose informado por el Gabinete Jurídico de
la Junta de Andalucía.

Cuarta. La Institución a clasificar en virtud del presente
procedimiento se encuentra comprendida dentro del concepto
de Fundación definido en el artículo 1.º de la Ley 30/94,
por tratarse de una organización constituida sin ánimo de lucro
que tiene afectado de modo duradero su patrimonio a la rea-
lización de fines de interés general.

Quinta. La dotación inicial de la Fundación, valorada a
efectos catastrales en la cantidad de 30.191.827 ptas., se
estima adecuada para llevar a cabo los fines fundacionales
establecidos, de acuerdo con lo regulado en el artículo 58
de la Instrucción de Beneficencia.

Sexta. De conformidad con lo establecido en el artículo 18
de la Ley 30/94, procede llevar a cabo las operaciones nece-
sarias de agrupación de las fincas objeto de dotación, a fin
de su inscripción a nombre de la Fundación en el Registro
de la Propiedad correspondiente.

Séptima. Los estatutos de la Fundación protocolizados
en escritura de 12.1.1996 reúnen los requisitos determinados
por el artículo 9.º de la Ley 30/94, encontrándose adaptados

a dicha Ley, de conformidad con lo dispuesto en su Disposición
Transitoria Segunda.

Octava. En análoga interpretación de lo establecido en
la Disposición Transitoria Cuarta de la Ley 30/94, procede
mantener vigente el sistema establecido hasta la fecha sobre
declaración del carácter benéfico particular de la Fundación,
a través de la correspondiente Clasificación administrativa,
cuyo procedimiento ha de estimarse vigente y aplicable, de
acuerdo con la Disposición Derogatoria Unica de la Ley 30/94,
hasta tanto se constituya en la Comunidad Autónoma Andaluza
el Registro de Fundaciones según lo previsto en el mencionado
texto legal, todo ello sin perjuicio del pleno sometimiento de
la Fundación a la citada Ley, de acuerdo con el régimen de
aplicación previsto en su Disposición Final Primera.

Esta Dirección Gerencia, de acuerdo con lo anterior, en
el ejercicio de las competencias que le atribuye la Ley 30/94,
de 24 de noviembre, y el Decreto 252/88, de 12 de julio,
de Organización del IASS,

R E S U E L V E

Primero. Clasificar como de Asistencia Social la Fundación
Casa Nuestra Señora del Carmen, instituida en la localidad
de El Viso de los Pedroches (Córdoba), mediante escritura
pública de fecha 11 de junio de 1974, otorgada ante el Notario
don Gabriel Alarcón Santaolalla, bajo el núm. 466 de su
protocolo.

Segundo. Aprobar los Estatutos de la Fundación proto-
colizados mediante escritura pública de fecha 12 de enero
de 1996, otorgada ante el Notario don Carlos Morales Alférez,
bajo el núm. 46 de su protocolo.

Tercero. Que por el Patronato de la Fundación se proceda
a realizar las actuaciones necesarias en orden a inscribir en
el Registro de la Propiedad, a nombre de la Fundación, el
inmueble en el que se encuentra ubicada la Residencia de
tercera edad de la que es titular, remitiéndose a este Pro-
tectorado la correspondiente documentación acreditativa de
la inscripción mencionada.

Cuarto. Que la presente Clasificación produce los efectos
previstos en la Disposición Transitoria Cuarta de la Ley 30/94,
de 24 de noviembre, hasta tanto no entre en funcionamiento
el Registro de Fundaciones en la Comunidad Autónoma Anda-
luza, según lo previsto en el mencionado texto legal.

Notifíquese la presente Resolución a las partes interesadas
haciéndoles saber que contra la misma, que no agota la vía
administrativa, cabe interponer en el plazo de un mes, a contar
desde su publicación, recurso ordinario ante el Excmo. Sr.
Consejero de Asuntos Sociales, según faculta el art. 114 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Sevilla, 16 de marzo de 1998.- La Directora Gerente,
María Dolores Curtido Mora.

RESOLUCION de 24 de marzo de 1998, de la
Dirección General de Atención al Niño, por la que se
hace pública la concesión de una subvención a la Cruz
Roja Española-Asamblea Provincial de Huelva.

Habiéndose acreditado el interés social de su finalidad
y las circunstancias excepcionales que aconsejan su conce-
sión, en virtud de la facultad que se atribuye a los titulares
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de las Consejerías por el art. 104 de la Ley 5/83, de 19
de julio, de Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma,
en relación con el art. 107 del mismo cuerpo legal, se ha
acordado conceder a la Cruz Roja Española-Asamblea Pro-
vincial de Huelva una subvención por importe de 10.925.216
pesetas, con cargo a los créditos de la aplicación presupuestaria
01.21.00.01.488.05.22B.1 con el fin de llevar a cabo el
Programa para la intervención con Menores sujetos a medidas

en medio abierto, dictadas por los Jueces de Menores, a
desarrollar en la Provincia de Huelva.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo dispuesto
en el art. 109 de la Ley 5/83, de 19 de julio, de Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Sevilla, 24 de marzo de 1998.- La Directora, Leonor Rojo
García.

4. Administración de Justicia

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ANDALUCIA

EDICTO.

Don Miguel Sanz Septién, Secretario de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de Granada.

Hago saber: Que en cumplimiento del artículo 60 de la
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se hace
público que, en providencia de esta fecha, esta Sala ha admi-
tido a trámite el Recurso Contencioso-Administrativo interpues-
to por doña Manuela Emilia Martínez Delgado, don Manuel
Labrador Medina, doña Teresa Arias Avi, Don Gregorio Mar-
tínez Palacios, doña M.ª Luisa Molina Gómez y doña Ana
M.ª Muñoz Valverde contra el acto administrativo dictado por
el Servicio Andaluz de Salud, referente a Resolución de
19.1.98, relativa a la convocatoria para la provisión de plazas
básicas vacantes de Auxiliar de Enfermería, BOJA número 10,
de 27.1.98.

Recurso número 551 de 1998. Sección 1.ª 12.
Se advierte que la inserción de este anuncio sirve de

emplazamiento a las personas a cuyo favor deriven derechos
del propio acto administrativo y aquéllas que tuvieren interés
directo en su mantenimiento para que, si lo desean, se per-
sonen hasta el momento en que hayan de ser emplazadas
para contestar a la demanda, con arreglo a lo dispuesto en
el artículo 68 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa.

Granada, 16 de marzo de 1998.- El Secretario.

EDICTO.

Don Miguel Sanz Septién, Secretario de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de Granada.

Hago saber: Que en cumplimiento del artículo 60 de la
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se hace
público que, en providencia de esta fecha, esta Sala ha admi-
tido a trámite el Recurso Contencioso-Administrativo interpues-
to por don Rafael Martín Perejón González, doña Elisa Gómez
Pérez y don Juan Antonio Hinojosa Ruiz, representados por
el Procurador don Juan Manuel Luque Sánchez, contra el acto
administrativo dictado por el Servicio Andaluz de Salud sobre
Resolución de 10.12.97, de convocatoria para la provisión
de plazas básicas vacantes de DUE/ATS.

Recurso número 528 de 1998. Sección Primera.
Se advierte que la inserción de este anuncio sirve de

emplazamiento a las personas a cuyo favor deriven derechos
del propio acto administrativo y aquéllas que tuvieren interés
directo en su mantenimiento para que, si lo desean, se per-
sonen hasta el momento en que hayan de ser emplazadas
para contestar a la demanda, con arreglo a lo dispuesto en
el artículo 68 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa.

Granada, 2 de marzo de 1998.- El Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. ONCE
DE SEVILLA

EDICTO. (PP. 770/98).

Don Francisco Berjano Arenado, Magistrado-Juez de 1.ª
Instancia núm. 11 de Sevilla, hago saber:

Que en dicho Juzgado y con el núm. 1024/95 se tramita
procedimiento judicial sumario al amparo del art. 131 de la
Ley Hipotecaria, a instancia de Banco Hipotecario de Espa-
ña, S.A., contra Barrio de Santa Cruz, S.A., en reclamación
de crédito hipotecario, en el que por resolución de esta fecha
se ha acordado sacar a pública subasta por primera vez y
término de veinte días los bienes que luego se dirán, seña-
lándose para que el acto del remate tenga lugar en la sala
de audiencia de este Juzgado, el día seis de mayo a las trece
horas, con las prevenciones siguientes:

Primero. Que no se admitirán posturas que no cubran
el tipo de la subasta.

Segundo. Que los licitadores, para tomar parte en la subas-
ta, deberán consignar previamente en la cuenta de este Juzgado
en el Banco Bilbao Vizcaya, S.A., núm. 4033000018102495,
oficina 5566, C/ Granada, núm. 1, de Sevilla, una cantidad
igual, por lo menos, al veinte por ciento del valor de los bienes
que sirva de tipo, haciéndose constar el núm. y año de pro-
cedimiento, sin cuyo requisito no serán admitidos, no acep-
tándose entrega de dinero en metálico o cheques en el Juzgado.

Tercero. Podrán participar con la calidad de ceder el rema-
te a terceros.

Cuarto. En todas las subastas, desde el anuncio hasta
su celebración, podrán hacerse posturas por escrito en pliego
cerrado, haciendo el depósito a que se ha hecho referencia
anteriormente.

Quinto. Los autos y la certificación del Registro a que
se refiere la regla cuarta del artículo 131 de la Ley Hipotecaria
están de manifiesto en la Secretaría del Juzgado, entendién-
dose que todo licitador acepta como bastante la titulación
existente, y que las cargas o gravámenes anteriores y los pre-
ferentes -si los hubiere- al crédito del actor, continuarán
subsistentes, entendiéndose que el rematante los acepta y
queda subrogado en la responsabilidad de los mismos, sin
destinarse a su extinción el precio del remate.

Para el supuesto de que no hubiere postores en la primera
subasta, se señala para la celebración de una segunda el día
dos de junio a las trece horas, sirviendo de tipo el 75% del
señalado para la primera subasta, siendo de aplicación las
demás prevenciones de la primera.
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Igualmente y para el caso de que tampoco hubiere lici-
tadores en la segunda subasta, se señala para la celebración
de una tercera el día treinta de junio a las trece horas, cuya
subasta se celebrará sin sujeción a tipo, debiendo consignar
quien desee tomar parte con la misma el 20% del tipo que
sirvió de base para la segunda.

Si por fuerza mayor o causas ajenas al Juzgado no pudiera
celebrarse la subasta en el día y hora señalados, se entenderá
que se celebrará el siguiente día hábil, a la misma hora, excep-
tuando los sábados.

El presente edicto servirá de notificación a los deudores
para el caso de no poder llevarse a efecto en la finca o fincas
subastadas.

BIENES QUE SE SACAN A SUBASTA

Urbana número cinco. Piso señalado con el núm. 5 de
la casa número siete de la Plaza de Alfaro, con vuelta al Callejón
del Agua, por donde le corresponde el número uno de esta
ciudad de Sevilla. Superficie útil de 41 m2 y 85 dm2.

Finca Registral núm. 4087, antes 70.222, folio 154,
tomo 2569, libro 106 de la Sección 1.ª, inscripción 1.ª Regis-
tro de la Propiedad 11 de Sevilla.

Tipo de subasta: 1.054.000 ptas.

Dado en Sevilla, a veintiséis de febrero de mil novecientos
noventa y ocho.- La Secretario, El Magistrado-Juez.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. CUARENTA
Y OCHO DE MADRID

EDICTO. (PP. 669/98).

Tipo de proced imiento : Ju ic io de Cogn ic ión
00070/1997-A.

Dmte.: Fimestic Expansión, S.A. Proc.: Don Antonio
Andrés García Arribas.

Dmdo.: Doña M.ª José Alba Olmedo.

Doña María Belén López Castrillo, Magistrada Juez del
Juzgado de Primera Instancia número cuarenta y ocho de
Madrid, hago saber:

Que en este Juzgado se siguen autos de Juicio de Cog-
nición bajo el número 00070/1997, seguido a instancia de
Fimestic Expansión, S.A., representado por el Procurador don
Antonio Andrés García Arribas, contra M.ª José Alba Olmedo,
y en el que en el día de la fecha se ha dictado la siguiente
resolución: «El anterior escrito de la representación de la parte
actora únase a los autos de su razón, y visto lo que se peticiona,
que la Sentencia dictada es firme y que la demandada se
encuentra en ignorado paradero, siendo su último domicilio
en Málaga, se acuerda trabar embargo sobre los derechos
de propiedad que correspondan a la demandada sobre el piso
sito en la calle Rafael Alberti, núm. 7, primera planta, casa
dos, de Málaga, inscrita en el registro de la Propiedad núm. 8
de Málaga, tomo 2.190, libro 246, folio 53, finca 8.594-A,
y una vez firme la presente resolución, líbrese mandamiento
por duplicado al Sr. Registrador de la Propiedad núm. 8 de
Málaga, entregándose a la parte actora para que cuide de
su cumplimiento. Y líbrese edicto para notificar la presente
resolución a la demandada, que se publicará en el tablón
de anuncios de este Juzgado y en el Boletín Oficial de la
Comunidad Andaluza, al tener la demandada su último domi-
cilio conocido en Málaga».

Y para que sirva de notificación en forma a doña María
José Alba Olmedo, que se encuentra en paradero desconocido,
libro el presente en Madrid, a dieciocho de febrero de mil
novecientos noventa y ocho. El Secretario Judicial, El Magis-
trado Juez.

5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 31 de marzo de 1998, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se convocan contrataciones
en su ámbito. (PD. 1064/98).

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
de la Ley 13/95, de 18 de mayo, de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, en relación al art. 11 del Decreto 317/96,
de 2 de julio, de Estructura Orgánica Básica de la Consejería
de Salud y el Servicio Andaluz de Salud, he resuelto anunciar
las contrataciones que se indican con los requisitos que asi-
mismo se señalan:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Servicios

Centrales.
b) Dependencia que tramita el expediente: Subdirección

de Ordenación Administrativa.
c) Número de expediente: C.C. 2005/98.
2. Objeto del contrato.

a) Descripción del objeto: Servicio de logística integral
para la celebración de las pruebas selectivas del Servicio Anda-
luz de Salud (2005-98.SSC).

b) División de lotes y números: Véase la documentación
del concurso.

c) Lugar de ejecución: Véase la documentación del
concurso.

e) Plazo de ejecución: 8 meses.
3. Tramitación: Urgente, procedimiento: Abierto y forma

de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total: Treinta

y siete millones noventa y siete mil ochocientas noventa pese-
tas (37.097.890 ptas.).

5. Garantías. Provisional: Será el 2% del presupuesto
de licitación, en los términos previstos en el Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares.

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Véase punto 1.b). Registro General.
b) Domicilio: Avda. de la Constitución, 18.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 95/450.66.66.
e) Telefax: 95/450.66.77.
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f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-
ción: Véase punto 8.a).

7. Requisitos específicos del contratista. Clasificación
requerida: Grupo III, Subgrupo 8, Categoría B.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: A las 14,00 horas del
decimotercer día natural, contado a partir del día siguiente
a la publicación de este anuncio en el BOJA; si éste fuera
sábado o festivo, se trasladará al siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La documentación que
se determina en los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación: En el Registro General.
d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a

mantener su oferta: Véase la documentación del concurso.
e) Admisión de variantes: En la oferta se podrán con-

templar diversas variantes o alternativas relativas a lo previsto
en el Pliego de Prescripciones Técnicas.

f)
9. Apertura de las ofertas: La apertura de las proposiciones

tendrá lugar en la Sala de Juntas de la 3.ª planta de estos
Servicios Centrales, a las 10,00 horas del miércoles de la
semana siguiente al de finalización del plazo de presentación
de ofertas; si éste fuera festivo, se trasladará al siguiente día
hábil.

10. Otras informaciones.
11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Sevilla, 31 de marzo de 1998.- La Directora Gerente,
Carmen Martínez Aguayo.

AYUNTAMIENTO DE ROTA (CADIZ)

ANUNCIO sobre subasta por procedimiento abier-
to para la contratación de los trabajos de Asistencia
Técnica para Redacción de Proyectos Técnicos y Direc-
ción de diversas obras escolares. (PP. 930/98).

Objeto: Contratación de los trabajos de Asistencia Técnica
para Redacción de Proyectos Técnicos y Dirección de las
siguientes obras:

- Construcción de un nuevo Centro Infantil de 4 líneas
(12 unidades).

- Transformación del actual «C.P. Astaroth» en «IES» de
Secundaria Obligatoria de 12 unidades. En este caso será
también por cuenta del adjudicatario los trabajos previos nece-
sarios para la redacción del Proyecto.

Procedimiento: Subasta abierta.
Tipo de licitación: 12.000.000 ptas. IVA incluido.
Fianzas. Provisional: 2% del tipo de licitación.
Definitiva: 4% del precio de remate.
Oficina donde se encuentra el expediente: Secretaría

General del Ilmo. Ayuntamiento, planta 1.ª, Negociado de Con-
tratación (82.91.00. Ext. 311), en horas de oficina y de lunes
a viernes, donde podrán los interesados retirar el Pliego de
Condiciones Económico-Administrativas.

Plazo, lugar y hora de presentación de proposiciones: Las
ofertas se presentarán en el modelo establecido en el Pliego
de Condiciones Económico-Administrativas, en el plazo de 26
días naturales, a contar desde la publicación de este Anuncio
en el BOJA, en el Registro General de este Ayuntamiento (Plaza
de España, 1-bj), en horario de 9:00 a 14:00 horas de lunes
a viernes y de 9:00 a 13:00 los sábados.

Apertura de plicas: A las 12:00 horas del quinto día hábil
siguiente al de finalización del plazo de presentación de ofertas,
en el Salón de Actos de la Casa Consistorial, en caso de coin-

cidir en sábado o festivo, la apertura tendría lugar el siguiente
día hábil.

Observaciones: A los efectos del artículo 122 del
R.D. 781/86, de 18 de abril, queda expuesto al público duran-
te el plazo de ocho días hábiles el Pliego de Condiciones que
ha de regir la licitación, para oír cuantas reclamaciones se
pudieran formular contra el mismo con las reservas en su
caso que se recogen en el párrafo 2.º del citado artículo.

Rota, 23 de marzo de 1998.- El Alcalde Acctal., José
A. Muñoz Márquez.

ANUNCIO sobre subasta para concesión del uso
privativo de terrenos propiedad municipal. (PP.
931/98).

Objeto: «Concesión del uso privativo de terrenos de pro-
piedad municipal en la Unidad de Actuación núm. 45».

Procedimiento: Subasta abierta.
Tipo de licitación: 5.354.460 ptas.
Duración: 50 años.
Fianzas. Provisional: 2% del tipo de licitación.
Definitiva: 5% del precio de remate.
Oficina donde se encuentra el expediente: Secretaría

General del Ilmo. Ayuntamiento, planta 1.ª, Negociado de Con-
tratación (82.91.00. Ext. 311), en horas de oficina y de lunes
a viernes, donde podrán los interesados retirar el Pliego de
Condiciones Económico-Administrativas.

Plazo, lugar y hora de presentación de proposiciones: Las
ofertas se presentarán en el modelo establecido en el Pliego
de Condiciones Económico-Administrativas, en el plazo de 26
días naturales, a contar desde la publicación de este Anuncio
en el BOJA, en el Registro General de este Ayuntamiento (Plaza
de España, 1-bj), en horario de 9,00 a 14,00 horas de lunes
a viernes y de 9,00 a 13,00 los sábados.

Apertura de plicas: A las 12,00 horas del quinto día hábil
siguiente al de finalización del plazo de presentación de ofertas,
en el Salón de Actos de la Casa Consistorial; en caso de coin-
cidir en sábado o festivo, la apertura tendría lugar el siguiente
día hábil.

Observaciones: A los efectos del artículo 122 del
R.D. 781/86, de 18 de abril, queda expuesto al público duran-
te el plazo de ocho días hábiles el Pliego de Condiciones que
ha de regir la licitación, para oír cuantas reclamaciones se
pudieran formular contra el mismo con las reservas en su
caso que se recogen en el párrafo 2.º del citado artículo.

Rota, 23 de marzo de 1998.- El Alcalde Acctal., José
Antonio Muñoz Márquez.

AYUNTAMIENTO DE SEVILLA

ANUNCIO sobre convocatoria de Subastas Públi-
cas, para la contratación de las obras que se citan.
Exptes. 29/98, 30/98 y 31/98. (PP. 1017/98).

Conforme a lo resuelto por este Ayuntamiento, se con-
vocan subastas públicas para la contratación de las obras que
a continuación se detallan:

Objeto: Expte. 29/98. Contratación de las Obras del Pro-
yecto de Pinturas. Exteriores del edificio Laboratorio Municipal.

Tipo de licitación: 5.779.418 ptas.
Plazo de ejecución: Cuarenta y cinco días.
Fianza provisional: 115.588 ptas.
Fianza definitiva: 231.177 ptas.


